
La Asociación Santa Rita para la Educación y la Promoción –FUNSAREP-, de Cartagena, la 
Corporación de Mujeres Ecofeministas –Comunitar-, del departamento del Cauca, el Centro 
de Formación y Empoderamiento para las Mujeres –Ambulua-, de Buenaventura, el Centro de 
Promoción y Cultura –CPC-, de Bogotá, la Fundación Oxfam Colombia, y la Corporación 
Con-Vivamos, de Medellín, quienes, en asocio con el Fondo Fiduciario de la ONU para Elimi-
nar la Violencia contra la Mujer, desarrollamos el proyecto “Rompiendo Moldes para erradicar 
la violencia machista contra las mujeres y las niñas en Colombia”, manifestamos nuestra gran 
preocupación por la grave situación que se viene dando en el territorio nacional, desde el 28 
de abril, en el marco del Paro Nacional.

Rechazamos las graves violaciones a los derechos humanos que se han presentado en el 
marco de las jornadas de movilización social, en las que la fuerza pública, al lado de grupos 
paramilitares, ha hecho uso excesivo e indiscriminado de la fuerza, llevando a cabo asesina-
tos, detenciones arbitrarias, torturas y desaparición forzada. Así mismo rechazamos los ata-
ques sistemáticos y la persecución de defensoras y defensores de derechos humanos, impi-
diéndoles desarrollar su acción humanitaria. Al igual que el hostigamiento a la prensa alterna-
tiva, limitando el cubrimiento y la difusión de los hechos, vulnerando el sagrado derecho a la 
información.
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Desde que iniciaron las jornadas de movilización social y protesta, el 28 de abril, a la fecha, 
se han presentado 24 asesinatos, 381 personas heridas por accionar desproporcionado de 
la fuerza pública, 31 personas con lesiones oculares, 24 heridas por arma de fuego, 58 
defensoras de DDHH, 15 víctimas de violencias basadas en género, 1180 detenciones 
arbitrarias acompañadas de tortura y tratos crueles e inhumanos, 8 allanamientos ilegales 
y 569 denuncias de abuso de autoridad, agresiones y violencia policial.

Consideramos que los abusos y excesos de la policía, el ejército y grupos paramilitares, 
son una expresión clara del modelo de sociedad que naturaliza y legitima la violencia 
contra las y los jóvenes, y contra los más vulnerables de la sociedad.

Por lo anterior, exigimos al gobierno de Iván Duque que cese el tratamiento militar que le 
está dando al justo reclamo del pueblo colombiano, que convoque una Mesa de Control 
de Garantías y un Diálogo amplio y abierto que incluya los sectores sociales y populares.

A la comunidad internacional y al Sistema de Naciones Unidas les solicitamos:

Acompañar a las organizaciones y sus comunidades que hacen uso legítimo del derecho a 
la protesta.

Solicitar al Gobierno Nacional que detenga su agresión a las comunidades, y

Pronunciarse sobre la grave situación de los derechos humanos en Colombia.


